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Resumen 

El presente trabajo analiza la situación del sector audiovisual en la actualidad. Para ello, se 

realiza un repaso inicial de la evolución del mismo, así como al estado de la legislación vigente 

al respecto. El foco de este estudio recae sobre las implicaciones de la convergencia que están 

experimentando Internet y la industria audiovisual. La radiodifusión  lineal ya no es la forma 

claramente predominante de transmisión del contenido audiovisual. Internet ha permitido la 

aparición de nuevos actores, los servicios OTT, capaces de disputar el poder a los agentes 

tradicionales, tanto en términos de audiencia como de ingresos. 

Con el objetivo de equilibrar las condiciones en las que unos y otros operan en el mercado, la 

Unión Europea ha impuesto a los servicios OTT, por primera vez, una serie de obligaciones 

tradicionalmente soportadas únicamente por la televisión lineal, las cuales serán objeto de 

estudio en este trabajo. Se analizarán los retos de implementación de las mismas, así como los 

desafíos pendientes de la regulación del sector. Todo ello acompañado de una serie de 

propuestas dirigidas a alcanzar esa efectiva igualdad de condiciones en términos 

competenciales entre todos los agentes del sector audiovisual. 
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1. Introducción 

 

Bajo la expresión contenido audiovisual se hace referencia común a producciones que integran 

una sucesión de imágenes y, por lo general, también de sonido, susceptibles de ser emitidas y 

transmitidas por canales varios. Así las cosas, se califica en la práctica como prestadores de 

contenido audiovisual a aquellos sujetos dedicados profesionalmente a la difusión de tales 

contenidos. 

Tradicionalmente, el sector audiovisual estaba formado únicamente por agentes que prestaban 

este servicio a través de sistemas de radiodifusión de tipo lineal, es decir, ofreciendo una 

programación preestablecida en la que el espectador no podía decidir qué ver. Sin embargo, en 

los últimos años, los desarrollos en el sector tecnológico han propiciado la incursión de Internet 

en la industria audiovisual, lo cual ha permitido la entrada de nuevos actores: las plataformas 

de libre transmisión (en adelante, “servicios OTT 1  ). En contraposición a los agentes 

tradicionales, los servicios OTT ofrecen un sistema no lineal, de forma que el usuario tiene 

acceso a un catálogo de contenidos audiovisuales, que le ofrecen la opción de escogerlos en 

función de sus preferencias. Además, estas plataformas no precisan de un televisor para emitir 

su contenido, sino que se sirven de cualquier dispositivo que tenga conexión a Internet.  

La aparición de estos prestadores de servicios supone un cambio en los hábitos de consumo de 

los espectadores y, por consiguiente y como efecto colateral, trae consigo una modificación en 

la estructura del mercado del sector audiovisual, hecho que origina, a buenas luces, una 

reflexión sobre la bondad actual de la regulación aplicable. Y, todo ello, sopesando que no se 

trata estrictamente de un sector económico, sino considerando las implicaciones culturales que 

derivan de cualquier planteamiento. Sobre lo anterior, no debe preterirse que Internet favorece 

el acceso global a contenidos audiovisuales de otros países, lo que dota a todo análisis de tintes 

necesariamente internacionales.  

Entre otras posibles perspectivas, el presente trabajo se acota sobre la base de la voluntad de las 

autoridades europeas de lograr un mercado digital único, y ello porque la evolución que está 

experimentando el ámbito tecnológico cada vez acerca más a los distintos territorios de la Unión, 

lo cual lleva necesariamente a adoptar una visión conjunta y un marco regulatorio lo más 

unitario posible. 

                                                 
1Servicios OTT (over-the-top): servicios que ofertan contenido audiovisual a través de Internet sin mediar control 

alguno ni gestión específica por parte de los operadores de red. Ej.: Netflix, Amazon Prime Video, YouTube, etc. 
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En la regulación inicial del sector audiovisual, no se concebía otro tipo de prestación de 

servicios de comunicación audiovisual que no fuese el de radiodifusión lineal. Por ello, y como 

se desarrollará más adelante, se han tenido que realizar modificaciones de la legislación tanto a 

nivel europeo como nacional. La reforma de gran calado más reciente es la de la Directiva (UE) 

2018/1808 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de noviembre de 2018, por la que se 

modifica la Directiva 2010/13/UE sobre la coordinación de determinadas disposiciones legales, 

reglamentarias y administrativas de los Estados miembros relativas a la prestación de servicios 

de comunicación audiovisual, la cual se ha llevado a cabo, entre otras cosas, para reflejar la 

mayor importancia de los servicios a petición y las plataformas de intercambio de vídeos en el 

sector audiovisual. 

El objetivo de este trabajo es presentar la evolución que ha seguido el sector audiovisual, como 

rama diferenciada del sector de las telecomunicaciones, hasta llegar a la situación actual, así 

como plantear los retos a nivel regulatorio que presentan los nuevos agentes de la industria y 

ofrecer posibles soluciones al respecto. Para ello se estudiarán las reformas aprobadas con la 

nueva Directiva y los cambios que se deberán acometer en la normativa española para estar 

acorde con la legislación europea. Puesto que el enfoque de este estudio es necesariamente 

limitado, el foco recaerá sobre aquellas reformas que más inciden en el Derecho de la 

competencia, esto es, las referentes a (i) la sujeción de los prestadores de servicios a petición a 

la obligación de dedicar una proporción de su tiempo de emisión a obras europeas (obligación 

a la que ya estaban sujetos los prestadores de servicios de radiodifusión televisiva); (ii) la 

flexibilización del régimen publicitario para los agentes de televisión lineal, como respuesta al 

incremento de la oferta de servicios de comunicación audiovisual que no contienen publicidad; 

y (iii) como principal novedad, la inclusión de las plataformas de intercambio de vídeos en el 

ámbito de aplicación de la Directiva, puesto que supone la mayor fragmentación que ha 

experimentado el mercado en años y plantean toda una serie de retos legislativos de cara al 

futuro. 
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2. Orígenes y evolución del sector audiovisual 

 

2.1.  La liberalización del sector de las telecomunicaciones 

 

El sector audiovisual, en tanto que lo integran prestadores de servicios de comunicación que 

contienen obras compuestas por imágenes y/o sonido, está enmarcado en el sector de las 

telecomunicaciones. Este sector originariamente se concibió como un servicio público, que 

debía ser prestado única y exclusivamente por el Estado. Sin embargo, a finales del siglo XX, 

tuvo lugar un proceso de liberalización: se llegó a la conclusión, a nivel comunitario, de que lo 

más adecuado era que la prestación de servicios relacionada con las telecomunicaciones se 

realizara en régimen de libre competencia2. Ello se tradujo en la aprobación de la Directiva 

90/388/CEE, de 28 de junio de 1990, relativa a la competencia en los mercados de servicios de 

telecomunicaciones, y sus sucesivas modificaciones. En España, la adaptación a esta nueva 

normativa se produjo a través de la reforma de una serie de normas que acabaron con la 

promulgación de la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de Telecomunicaciones3. 

Todo este proceso legislativo estaba dirigido a establecer un nuevo marco legal que dejara atrás 

el modelo de monopolio público para la prestación de servicios de telecomunicaciones y la 

explotación de las correspondientes redes e infraestructuras, y permitiera la iniciativa privada 

en régimen de libre competencia4. La industria audiovisual, como parte integrante del sector de 

las telecomunicaciones, también pasó a formar parte del mercado, aunque con ciertas 

particularidades, en tanto que el contenido audiovisual no merece el mismo tratamiento a nivel 

regulatorio que el resto de comunicaciones producidas entre un emisor y un receptor. 

2.2. Caracterización del sector audiovisual: sus implicaciones jurídicas 

 

La caracterización de la industria audiovisual posee implicaciones en cuanto a su tratamiento 

jurídico. En este sentido, resulta diversa la concepción seguida en Europa y en Estados Unidos. 

En efecto, lo que en Europa se califica como sector cultural (en igualdad de condiciones con 

otros sectores del gobierno de un país, como pueden ser la defensa y la educación), en los 

Estados Unidos se entiende como simple entretenimiento5.  No es baladí concebir las obras 

                                                 
2 LLANEZA, 1998, pág. 39. 
3 Esta ley ha sido reformada en varias ocasiones. La norma vigente actualmente es la Ley 9/2014, de 9 de mayo, 

General de Telecomunicaciones. 
4SOUVIRÓN, 1999, pág. 51-52. 
5 CRUFASON, 1999, pág.103-107. 
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audiovisuales como productos puramente comerciales para la satisfacción del tiempo de ocio 

de los consumidores, o dotar dichas obras de una función añadida de muestra y preservación de 

la identidad cultural de un país. Este estudio adoptará la concepción del sector audiovisual como 

parte del sector cultural, puesto que es la visión imperante en la Unión Europea y, por ende, en 

España. Al fin y al cabo, la mayoría del contenido de las obras audiovisuales refleja situaciones 

propias de su territorio, que no es otra cosa que la identidad cultural del país del que procede. 

2.3. La regulación en el sector audiovisual 

 

A nivel europeo, la industria audiovisual posee un peso económico relevante, generando 

empleos directos para más de un millón de personas. Ello, unido al hecho de que los agentes 

operan en régimen de libre competencia, han hecho necesaria una regulación comunitaria del 

sector, con la consecuente transposición a cada uno de los Estados miembros. 

Además, si el proceso de liberalización anteriormente expuesto fue el gran hito de la industria 

en el siglo XX, la creciente convergencia del sector con Internet está resultando ser el gran reto 

de esta regulación para el siglo XXI. Todo ello, hace del sector audiovisual uno de los sectores 

que más ha evolucionado en los últimos años. 

2.3.1. Marco normativo europeo6 

 

El Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (en adelante, “TFUE ) sienta las bases 

generales de la regulación comunitaria del sector en sus artículos 167 y 173, en los cuales se 

establece la voluntad de la Unión de fomentar la cultura y la cooperación entre los Estados 

miembros, así como de asegurar la existencia de las condiciones necesarias para la industria.  

El incremento del número de canales comerciales de televisión en Europa en la década de los 

ochenta del siglo pasado y la posibilidad de ser captados en varios países, propiciaron la primera 

norma europea relativa a la radiodifusión televisiva: la Directiva de televisión sin Fronteras de 

19897, la cual fue enmendada en 19978 y 20079. Todo ello se refundió en un único texto en 

                                                 
6 ISKRA, Parlamento Europeo, 2018  
7  Directiva 89/552/CEE del Consejo, de 3 de octubre de 1989, relativa a la coordinación de determinadas 

disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros sobre el ejercicio de actividades 

de radiodifusión televisiva 
8 Establecimiento del principio “país de origen : las entidades de radiodifusión están sometidas a la regulación del 

Estado en el que tienen su sede. 
9 Inclusión de nuevos servicios, entre ellos, los de “vídeos a la carta , accesibles a través de Internet. 
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2010, la Directiva de servicios de comunicación audiovisual10 (en adelante, la “AVMSD11 ), 

norma clave en el sector. En octubre de 2018, la convergencia entre los servicios de 

comunicación audiovisual e Internet, así como los cambios en el modo de consumo y el 

incremento de la oferta de tales servicios propiciaron la aprobación de la reforma de la AVMSD, 

tema sobre el que volveremos más adelante. 

2.3.2. Marco normativo español 

 

La legislación española del sector audiovisual entronca, como no puede ser de otro modo, con 

los artículos 20 y 38 de la Constitución Española, los cuales proclaman la libertad de expresión 

y la libertad de empresa, respectivamente. Sin embargo, hubo que esperar a la aprobación de la 

Ley General de la Comunicación Audiovisual en el año 201012(en adelante, la “LGCA ), a 

efectos de culminar el proceso de liberalización del sector audiovisual en España, lastrado hasta 

entonces por una comprensión más apegada a la de servicio bajo control público. A partir de 

ese momento, la industria audiovisual pasa a regirse por los principios de libertad de empresa, 

libre iniciativa privada13. Al mismo tiempo, la LGCA supone la transposición a nivel estatal de 

la AVMSD, proceso que se llevó a cabo en un plazo tan inusualmente corto como tres semanas. 

Sobre lo anterior, debe notarse que la Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia 

(en adelante, “CNMC ), actúa como órgano supervisor del sector14. 

La normativa, tanto europea como estatal, se centra principalmente en fijar las reglas que los 

prestadores de servicios de comunicación audiovisual deben seguir para desarrollar su actividad, 

poniendo el foco en asegurar la protección de los menores y la participación en el mercado en 

condiciones de igualdad. 

 

 

 

                                                 
10 Directiva 2010/13/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 10 de marzo de 2010, sobre la coordinación 

de determinadas disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros relativas a la 

prestación de servicios de comunicación audiovisual. 
11 AVMSD, por sus siglas en inglés: Audiovisual Media Services Directive. 
12 Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la Comunicación Audiovisual. 
13 BOIX BALOP, 2012, pág.2 
14 Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia. 
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3. Los prestadores de servicios de comunicación audiovisual 

 

3.1. Requisitos para ser reconocido como un prestador de servicios de comunicación 

audiovisual 

 

La AVMSD, en su exposición de motivos15, establece una lista de siete requisitos cumulativos 

que los prestadores deben cumplir para considerarse que están ofreciendo un servicio de 

comunicación audiovisual, los cuales define en su artículo primero: 

1. Que sea una actividad económica: el prestador debe ser remunerado por prestar el 

servicio, aunque no necesariamente debe recibir la remuneración directamente del 

usuario (ej.: financiación a través de la publicidad emitida). 

2. Que el proveedor audiovisual tenga responsabilidad editorial: el prestador ejerce un 

control efectivo sobre la selección de los programas y su organización. 

3. Que provea programas: la AVMSD, en el art.1.b), define programa como “conjunto de 

imágenes en movimiento, con o sin sonido, que constituye un elemento unitario dentro 

de un horario de programación o de un catálogo elaborado por un prestador del 

servicio de comunicación y cuya forma y contenido son comparables a la forma y el 

contenido de la radiodifusión televisiva . 

4. Que su principal propósito sea proveer programas: la provisión de programas no puede 

ser una actividad accesoria. En este sentido, quedan excluidos, por ejemplo, los sitios 

web que contienen pequeños anuncios publicitarios relacionados con un producto no 

audiovisual. 

5. Que el propósito de los programas sea informar, entretener o educar o realizar una 

comunicación comercial. 

6. Que los programas estén dirigidos al público general. 

7. Que los programas sean emitidos a través de redes de comunicaciones electrónicas: la 

Directiva marco de redes y servicios de comunicaciones electrónicas16 define la red de 

comunicaciones electrónicas como “los sistemas de transmisión y, cuando proceda, los 

                                                 
15 Considerandos 21 y 22 y art. 1 AVMSD 
16 Directiva 2002/21/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de marzo de 2002, relativa a un marco 

regulador común de las redes y los servicios de comunicaciones electrónicas. 
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equipos de conmutación o encaminamiento y demás recursos que permitan el transporte 

de señales mediante cables, ondas hertzianas, medios ópticos u otros medios eles con 

inclusión de las redes de satélites, redes terrestres fijas (de conmutación de circuitos y 

de paquetes, incluido Internet) y móviles, sistemas de tendido eléctrico, en la medida 

en que se utilicen para la transmisión de señales, redes utilizadas para la radiodifusión 

sonora y televisiva y redes de televisión por cable, con independencia del tipo de 

información transportada . Esta definición excluye del ámbito de aplicación de la 

AVMSD la exhibición en cines y la venta y alquiler de DVDs o BluRays (aunque se 

lleve a cabo a través de un sitio web)17. 

Cumplidos estos requisitos, la AVMSD se aplica tanto a los prestadores que transmiten el 

contenido audiovisual a través de radiodifusión televisiva, como a los que lo hacen a petición 

de los usuarios18. 

3.2. Prestadores de servicios a petición: la televisión no lineal 

 

La radiodifusión televisiva es la forma tradicional de transmisión del contenido audiovisual, es 

decir, en palabras de la AVMSD: “un servicio de comunicación audiovisual ofrecido por un 

prestador del servicio de comunicación para el visionado simultáneo de programas sobre la 

base de un horario de programación 19. Los servicios prestados a petición, de su parte, son 

definidos como “un servicio de comunicación audiovisual ofrecido por un prestador del 

servicio de comunicación para el visionado de programas en el momento elegido por el 

espectador y a petición propia sobre la base de un catálogo de programas seleccionado por el 

prestador del servicio de comunicación 20. 

Además de los requisitos anteriormente expuestos, la AVMSD añade un último atinente a los 

servicios a petición, en tanto que los define “como televisión , y así, como servicios que 

compiten por la misma audiencia que las emisiones de radiodifusión televisiva21. Sin embargo, 

cierto sector doctrinal, a partir de su naturaleza, discute si estos servicios deberían considerarse 

como televisión o más bien como almacenamiento de vídeos22. Al fin y al cabo, la experiencia 

                                                 
17 CABRERA et al., Observatorio Europeo del Audiovisual, 2016, pág.25. 
18  El reconocimiento de los servicios a petición es una incorporación relativamente reciente, fruto de la 

proliferación de servicios de “vídeos a la carta , que motivó la segunda de las grandes reformas de la normativa 

europea en 2007 
19 Art.1.f) AVMSD 
20 Art.1.1.g) AVMSD 
21 Considerando 24 AVMSD 
22 CABRERA, 2013, pág.26 
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que vive el usuario tiene más que ver con la de alquilar un DVD y disfrutarlo a la hora que le 

resulte más conveniente al consumidor que con la de acceder a un programa de televisión ya 

planificado. Mas tampoco vale decir que los servicios a petición sean únicamente medios de 

almacenamiento. Estos prestadores poseen una naturaleza interactiva, así como unos aparatos 

digitales, y software incorporado, todo lo cual permite una gran flexibilidad en la forma de 

transmitir el contenido audiovisual. En consecuencia, los límites entre el contenido comercial 

y el privado quedan difuminados. Sea como fuere, los servicios de comunicación audiovisual a 

petición suponen el primer paso de la evolución reciente del sector audiovisual, y marcan el 

camino para el resto de formas de transmisión de contenido audiovisual. 

3.3. El papel de Internet en la aparición de nuevas formas de transmitir el contenido 

audiovisual: los servicios OTT 

 

El cambio más importante que está experimentando el sector audiovisual tiene que ver con la 

creciente importancia de Internet como mecanismo de transmisión del contenido audiovisual y 

los cambios en los hábitos de consumo de los usuarios. Internet está propiciando una 

convergencia entre el sector audiovisual y el tecnológico que está teniendo como resultado la 

aparición de nuevos actores en la industria: los servicios OTT. Estos proveedores ofrecen 

contenido audiovisual siguiendo tres modelos de negocio distintos23: 

a) Modelo suscripción (sería el equivalente a los servicios a petición, también conocidos 

como “SVoD24 ): el usuario paga de forma regular un importe fijo a cambio de poder 

acceder a un catálogo de contenidos audiovisuales para consumir en streaming. 

Destacan en este mercado Netflix y Amazon Prime Video. 

b) Modelo transaccional (pay-per-view): el usuario realiza un pago puntual para poder 

acceder a un contenido ya sea en streaming o descargándolo en un dispositivo de forma 

permanente (equivalente a una compra). Sigue este modelo la plataforma Vudu. 

c) Modelo gratuito o basado en publicidad (siguen este modelo la mayoría de plataformas 

de intercambio de vídeos ): mismo sistema que el utilizado por la televisión tradicional. 

El usuario accede al contenido audiovisual sin necesidad de pagar, pero debe visualizar 

elementos publicitarios en el mismo vídeo y/o en la interfaz de la aplicación web. 

                                                 
23 ALBÚJAR, 2016, pág. 24 
24 Del inglés, Subscription Video on Demand. 
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Destaca en este ámbito YouTube. 

En los últimos años, el número de prestadores de contenido audiovisual no lineal ha crecido 

exponencialmente. Concretamente, en 2014, más de 2.500 prestadores de contenido audiovisual 

SVoD, a través de internet y, en menor medida, mediante otros servicios OTT se dirigían a 

espectadores de la Unión Europea. Entre 2010 y 2014, el conjunto de los ingresos obtenidos en 

los 28 países por los servicios a la carta se incrementó en un 272% (alcanzando así los 2.500 

millones de euros)25 . Por lo tanto, el impacto de este tipo de transmisiones del contenido 

audiovisual cada vez es mayor. 

En clave nacional, aunque extrapolable al resto de la Unión, las nuevas tecnologías están 

cambiando los hábitos de consumo de los espectadores26. En España, gran parte de la población 

elige lo que quiere ver y cuándo lo quiere ver, gracias a que puede acceder al contenido 

audiovisual directamente a través de Internet o mediante servicios SVoD. Además, ha habido 

un crecimiento exponencial del número de pantallas a través de las cuales el espectador puede 

acceder a los contenidos audiovisuales (ordenadores, móviles, televisores inteligentes, etc.), 

decreciendo así el consumo de la televisión lineal tradicional. En consecuencia, se está 

produciendo un desplazamiento en el consumo de contenidos audiovisuales de la televisión 

tradicional a los canales accesibles a través de Internet.  

La aparición de estos nuevos actores ha provocado un incremento de la oferta de contenidos 

que, a su vez, ha conllevado la fragmentación de la demanda, hecho que tiene relevantes 

implicaciones en términos de competencia. Los nuevos prestadores no solo compiten de forma 

directa, aumentando la oferta de contenido audiovisual, sino que también lo hacen de forma 

indirecta, puesto que algunos de ellos compiten por los ingresos que provienen de la publicidad. 

De todo lo anterior que sea necesario examinar si la legislación vigente que regula los servicios 

de comunicación audiovisual, inicialmente concebida para su transmisión a través de los 

canales tradicionales, es todavía apta para la transmisión de tales servicios a través de Internet. 

 

 

                                                 
25 COMISIÓN EUROPEA (2016), pg. 7 
26 COMISIÓN NACIONAL DE LOS MERCADOS Y LA COMPETENCIA, 2017,  pág.177-178 



14 

 

4. La reforma de la Directiva de Servicios de Comunicación Audiovisual 

 

La AVMSD regula y coordina la normativa de los Estados miembros sobre la televisión 

tradicional y servicios audiovisuales a petición 27, con el fin de asegurar la libre competencia y 

la no discriminación en el mercado europeo. 

Desde que se promulgó la AVMSD, los prestadores de televisión cumplen con unas reglas más 

estrictas que los servicios a petición, lo cual se ha venido justificando por el hecho de que, en 

los servicios a petición, los usuarios tienen más variedad de elección y, por tanto, más control 

sobre lo que van a ver28. Además, en un principio, se consideraba que el impacto en la sociedad 

de estos últimos era menor29. 

El crecimiento de la presencia de los servicios OTT, entre los cuales se encuentran los servicios 

a petición (vendrían a ser los que siguen el modelo SVoD) en la oferta de contenido audiovisual 

motivó que, en mayo de 2016, la Comisión Europea propusiera la revisión de la AVMSD, para 

adaptarla a esta convergencia entre Internet y el sector audiovisual. La Comisión, en el informe 

de evaluación de impacto30  que acompañaba la propuesta, explicaba que el mercado de los 

servicios a petición y los servicios online seguiría creciendo, lo que a su vez conlleva una 

potencial desventaja competitiva para la radiodifusión televisiva tradicional y un nivel menor 

de protección del consumidor. 

Tras numerosas negociaciones, el pasado 2 de octubre, el Parlamento Europeo aprobó una 

Directiva para la reforma de la AVMSD, que cumple con tal propósito de modificación. El 28 

de noviembre fue publicada en el Diario Oficial de la Unión Europea. Aunque la entrada en 

vigor esté prevista para antes de 2021, todavía debe recibir la validación de los ministros 

correspondientes de cada Estado miembro. Una vez aceptada, cada país dispondrá de 21 meses 

para transponer los preceptos reformados en la legislación nacional. 

Las principales novedades con las que cuenta la Directiva para la reforma de la AVMSD son 

las siguientes: 

 La oferta de contenido audiovisual de los servicios a petición deberá contar, como 

                                                 
27 CABRERA, Observatorio Europeo del Audiovisual, 2013, pág.8 
28 CABRERA et al., Observatorio Europeo del Audiovisual, pág.25 
29 Como se ha explicado anteriormente, la primera vez que se hizo referencia a los servicios a petición (“vídeos a 

la carta ) fue en 2007. No ha sido hasta varios años después que han empezado a adquirir relevancia. 
30 COMISIÓN EUROPEA, 2016, pág. 8-9 
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mínimo, con un 30% de producción europea. 

 En lugar de 12 minutos de publicidad por hora, los agentes emisores podrán escoger 

como repartir los anuncios, con un límite total de publicidad del 20% del tiempo de 

emisión entre las 6:00 y las 18:00, permitiéndose la misma proporción durante el prime 

time (entre las 18:00 y las 0:00). 

 Se amplía el alcance de la AVMSD a las plataformas de intercambio de vídeos. 

 El principio del “país de origen  sale reforzado: los proveedores de contenido 

audiovisual únicamente deberán sujetarse a las normas del Estado Miembro en el que 

estén establecidos, en lugar de tener que adaptarse a la regulación de múltiples países. 

 Se refuerza la protección de los menores contra el contenido perjudicial, imponiendo 

esa obligación de protección tanto a los servicios a petición como a las plataformas para 

compartir vídeos (estas últimas deben tomar medidas adecuadas al respecto). 

 Se refuerza la protección en televisión y en los servicios a petición contra el incitamiento 

al odio y la provocación para la comisión de actos terroristas. Las plataformas para 

compartir videos también deberán tomar medidas adecuadas al respecto. 

 Se refuerzan las medidas de protección de los menores contra la publicidad de alimentos 

hipercalóricos o con alto contenido en azúcar. 

 Se asegura la independencia de los organismos reguladores del sector audiovisual a 

través de su distinción legal con respecto a su gobierno o cualquier otra institución 

pública o privada. 

4.1. Sentido y necesidad de transposición de las reformas efectuadas 

 

De las reformas expuestas, el presente trabajo estudiará aquellas relacionadas con el Derecho 

de defensa de la competencia y, con especial atención, la inclusión las plataformas de 

intercambio de vídeos en el ámbito de aplicación de la Directiva. Asimismo, se analizará la 

situación actual de la legislación española respecto a las novedades introducidas en la 

modificación de la AVMSD. 
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4.1.1. Un 30% de producción europea para los servicios a petición 

 

En cuestiones de competencia, muestra especial relevancia la reforma referente a la promoción 

de las obras europeas, puesto que supone la exigencia a los prestadores de contenido a petición 

de tener que emitir obligatoriamente un 30% de contenido audiovisual europeo, aunque la 

mayoría de las empresas que hay detrás de estas plataformas están basadas fuera de la Unión 

Europea (en Estados Unidos principalmente). 

Como cuestión previa, habría que valorar si la imposición de una cuota para la promoción de 

las obras europeas podría entenderse como una suerte de ayuda estatal encubierta. En este 

sentido, es fundamental analizar bien la relación entre la competencia y las ayudas estatales, así 

como la finalidad del legislador que subyace al deseo de promocionar el contenido audiovisual 

europeo. 

La política de competencia busca que todas las empresas que participan en el mercado lo hagan 

en pie de igualdad31. Con esto se pretende beneficiar a los consumidores, ya que tienen más 

opciones entre las que elegir, lo cual suele venir acompañado de una mejora en la calidad de los 

productos y una bajada generalizada de los precios. 

El Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE) prohíbe las ayudas estatales, las 

cuales define como: “ayudas otorgadas por los Estados o mediante fondos estatales, bajo 

cualquier forma, que falseen o amenacen falsear la competencia, favoreciendo a determinadas 

empresas o producciones 32. En este sentido, podría parecer que ese “bajo cualquier forma  

podría incluir esa imposición de una cuota europea. Sin embargo, en ese mismo artículo, se 

establecen una serie de tipos de ayudas estatales que pueden considerarse compatibles con el 

mercado interior, entre las cuales se encuentran: “las ayudas destinadas a promover la cultura 

y la conservación del patrimonio, cuando no alteren las condiciones de los intercambios y de 

la competencia en la Unión en contra del interés común 33. Como hubo ocasión de explicar, la 

promoción de las obras audiovisuales en Europa puede ser entendida como una ayuda destinada 

a promover la cultura. Por lo tanto, asumiendo que la imposición de esta cuota no altera las 

condiciones de los intercambios y de la competencia en contra del interés común, tal y como 

establece el TFUE, puede considerarse compatible con el mercado interior. 

                                                 
31 COMISIÓN EUROPEA, 2014, pág.3 
32Art. 107.1 del TFUE 
33Art. 107.3.d) del TFUE 
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Aclarado este punto, procede determinar si con lo dispuesto en el articulado español ya se 

cumpliría con lo que exige la nueva redacción de la AVMSD.  

Esta idea de promoción de obra europea no es nueva. De hecho, la Ley General de 

Comunicación Audiovisual ya prevé que “Los prestadores de un catálogo de programas deben 

reservar a obras europeas el 30% del catálogo 34. En el mismo artículo, en el párrafo anterior, 

se impone esta misma obligación, pero en un porcentaje más elevado, a los agentes tradicionales: 

“los prestadores del servicio de comunicación televisiva de cobertura estatal o autonómica 

deben reservar a obras europeas el 51 por ciento del tiempo de emisión anual de su 

programación . Esta última proviene del articulado de la antigua AVMSD (la cual no se ha 

visto modificada por la última reforma), que establece que: “Los Estados miembros velarán, 

siempre que sea posible y con los medios adecuados, para que los organismos de radiodifusión 

televisiva reserven para obras europeas, una proporción mayoritaria de su tiempo de 

difusión 35. 

La misma LGCA define como una modalidad del servicio de comunicación audiovisual, “El 

servicio de comunicación audiovisual televisiva a petición, que se presta para el visionado de 

programas y contenidos en el momento elegido por el espectador y a su propia petición sobre 

la base de un catálogo de programas seleccionado por el prestador del servicio de 

comunicación 36. Parecería que esta definición ya cubre la idea de “prestadores de servicios de 

comunicación audiovisual a petición , a los cuales la AVMSD sujeta a la cuota del 30% de 

producción europea. Por lo tanto, no parece que haya que modificar la LGCA para introducir 

esta reforma de la AVMSD. 

Si bien se ha incrementado la proporción de obras europeas para los servicios VoD, el mínimo 

sigue siendo inferior al que se impone a los prestadores de televisión lineal. La oferta de obras 

europeas de estos últimos tiene que ser de más de la mitad del total de contenido audiovisual. 

Si bien anteriormente se ha explicado que las normas son menos estrictas para la televisión no 

lineal porque los usuarios tienen mayor poder de decisión, esta consideración no debería entrar 

en juego para este supuesto. Al fin y al cabo, esta previsión tiene como objetivo promocionar 

las producciones europeas, algo que está relacionado con la oferta de contenidos per se, no con 

la capacidad o no de los espectadores de escoger entre ese contenido. 

                                                 
34Art.5.2 LGCA 
35Art.16.1 AVMSD 
36Art.2.b) LGCA 
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4.1.2. Mensajes publicitarios por un límite del 20% del tiempo de emisión entre las 

6:00 y las 18:00, con la misma proporción en prime time 

 

La publicidad supone la principal fuente de financiación de la radiodifusión televisiva lineal, 

por lo que está en el interés de los prestadores de este servicio emitir tantos anuncios como sea 

posible para poder aumentar así sus ingresos. Tradicionalmente, se ha concebido a los anuncios 

como productos que no están hechos para ser consumidos conscientemente, actuando como 

píldoras subliminales para el inconsciente con el fin de producir un trance hipnótico37. Bajo esta 

percepción, los telespectadores quedarían ciertamente desprotegidos si la capacidad de emitir 

anuncios fuera ilimitada. Por ello, la regulación de la cantidad de tiempo de emisión ha ejercido 

típicamente como herramienta de control sobre los prestadores tradicionales de servicios de 

comunicación audiovisual.  

En la redacción anterior de la AVMSD, se establecía que la proporción de anuncios publicitarios 

televisivos no podía exceder del 20% por hora de reloj (lo que equivale a 12 minutos por hora 

de emisión). Sin embargo, con la reforma de la Directiva, se permite que este 20% sea sobre el 

total del tiempo de emisión en la franja comprendida entre las 6:00 y las 18:00. La misma 

proporción se aplicará para el periodo entre las 18:00 y las 24:00. Esta reforma supone una 

flexibilización de las reglas de control sobre los elementos publicitarios ya que los prestadores 

pueden decidir concentrar los anuncios en aquellas franjas, dentro de cada periodo, en las que 

un mayor número de espectadores consuman contenido audiovisual. Así, los patrocinadores 

podrán asegurarse que sus anuncios son vistos por una mayor cantidad de potenciales 

consumidores, por lo que cabe esperar una mayor predisposición por su parte a pagar más por 

poder ofrecer sus productos en los canales de televisión, viendo así los prestadores de 

radiodifusión televisiva como su financiación se ve incrementada. 

Podría decirse que el aumento de la competencia que han propiciado los servicios OTT ha 

estimulado una relajación de los requisitos para los canales tradicionales, con el fin de equilibrar 

la desventaja competitiva en la que se encuentran en otros aspectos. Al fin y al cabo, el propósito 

principal de limitar el tiempo de los mensajes publicitarios es evitar prácticas abusivas del poder 

de mercado de los agentes que puedan perjudicar a los consumidores. En la actualidad, cada 

vez más espectadores disponen de servicios a petición, en los cuales no se emiten anuncios, a 

los cuales pueden acudir si consideran que la publicidad en la televisión tradicional es excesiva. 

Esta pérdida de poder unida al hecho de que la televisión, a su vez, no cuenta con los ingresos 

                                                 
37 MCLUHAN, 1996, pág. 237 
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de las cuotas de suscripción con los que sí cuentan los prestadores de servicios a petición, ha 

motivado al legislador europeo a redactar reglas menos estrictas sobre la publicidad en los 

canales tradicionales de radiodifusión televisiva. 

En cuanto a la legislación española, el derecho a emitir mensajes publicitarios se encuentra 

regulado en el artículo 14 de la LGCA: “[…] Los prestadores del servicio de comunicación 

audiovisual televisiva pueden ejercer este derecho mediante la emisión de 12 minutos de 

mensajes publicitarios por hora de reloj […] . En este punto, la normativa nacional sigue lo 

dispuesto en la versión anterior de la AVMSD, por lo que deberá procederse a su reforma para 

adecuarse a la nueva redacción de la Directiva. 

La necesidad de reformar la legislación en este punto es imperante, ya que, según lo dispuesto 

en los artículos 38 y 39 LGCA, la infracción del cumplimiento de la condición de los 12 minutos 

por hora es considerada una infracción grave38, que puede conllevar una sanción con multa 

entre 100.001 y 500.000 euros 39 . El no incorporar la Directiva puede llevar a casos de 

inseguridad jurídica por no saber qué norma conviene aplicar. 

En este sentido, el pasado 23 de mayo, la CNMC inició un expediente sancionador contra 

Atresmedia40 por superar el tiempo de emisión dedicado a mensajes publicitarios y de televenta 

en su canal de televisión Neox, realizando así una posible vulneración del artículo 14.1 de la 

LGCA. Si bien es cierto que la Directiva todavía no ha sido transpuesta, según la nota de prensa, 

la infracción detectada se produjo en noviembre de 2018, sin revelar el día exacto de la presunta 

infracción. La reforma de la AVMSD fue publicada en el Diario Oficial de la Unión Europea el 

14 de noviembre de 2018, estando prevista su entrada en vigor veinte días después de la 

publicación41. Si bien es cierto que los Estados disponen hasta el 19 de septiembre de 2020 para 

adecuar la legislación nacional a la nueva Directiva, no es menos cierto que podríamos 

encontrarnos ante una situación en la que, cumpliendo el prestador del servicio de comunicación 

audiovisual con lo que dispone la AVMSD, estaría en situación de indefensión jurídica por no 

haberse realizado todavía la transposición de la normativa europea a la LGCA. 

Dicho esto, parece que el Gobierno está decidido a realizar la reforma a la mayor brevedad 

posible ya que, el pasado mes de enero, apenas un mes después de haber entrado en vigor la 

                                                 
38 Art.58.7 LGCA 
39 Art.60.2 LGCA 
40 Nota de prensa CNMC. Expediente SNC/DTSA/001/19. 
41 Art.3 de la Directiva que reforma la  AVMSD 
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nueva Directiva, realizó una consulta pública a los agentes del sector audiovisual español con 

el fin de recabar opiniones sobre la necesidad de modificación de la LGCA42. 

Por otro lado, si bien es cierto que esta reforma beneficia a los prestadores de televisión lineal, 

no es menos cierto que siguen encontrándose en relación de desigualdad respecto a las 

plataformas de intercambio de vídeos, las cuales también obtienen gran parte de su financiación 

a través de la publicidad, pero no se encuentran con ningún tipo de restricción respecto a la 

cantidad de anuncios que pueden emitir en cada vídeo. De hecho, antes de la reforma, ni siquiera 

se encontraban dentro del ámbito de aplicación de la AVMSD. 

4.1.3. Servicios de plataforma de intercambio de vídeos 

 

Es de gran relevancia el hecho de que se haya ampliado el alcance de la AVMSD a las 

plataformas de intercambio de vídeos (en adelante, “VSP 43  ). Antes de la reforma, eran 

considerados únicamente como prestadores de servicios de la sociedad de la información, lo 

que las hacía estar sujetas a la Directiva de Comercio Electrónico44 (en adelante, “ECD45 ). Por 

ello, no podían ser consideradas responsables de los datos almacenados a petición del 

destinatario siempre y cuando (i) la VSP no tuviera conocimiento efectivo de que la actividad 

a la información era ilícita y, en cuanto a una acción por daños y perjuicios, no tuviera 

conocimiento de hechos o circunstancias por los que la actividad o la información revele su 

carácter ilícito; o (ii) en cuanto tuviera conocimiento de la ilicitud, la VSP actuaría con prontitud 

para retirar los datos o hacer que el acceso a ellos fuera imposible. Ello no era de aplicación 

cuando el destinatario del servicio actuase bajo la autoridad o control de la VSP46.  

Se puede apreciar un régimen de la responsabilidad ciertamente más laxo en la ECD que el 

esgrimido en la AVMSD. El hecho de regular de forma separada los servicios de comunicación 

audiovisual y los servicios de la sociedad de la información tenía sentido al inicio, cuando 

ambos ámbitos estaban muy bien delimitados pero, actualmente, la diversificación de la oferta 

de contenido audiovisual es de tal magnitud que la distinción entre ambos tipos de servicios 

parece cada vez más difusa. De hecho, las VSP y las redes sociales no solo ofrecen contenido 

generado por usuarios individuales (como era en origen) sino que también se puede encontrar 

                                                 
42 SECRETARÍA DE ESTADO PARA EL AVANCE DIGITAL, 2019, pág.1 
43 Del inglés, Video-Sharing Platforms. 
44 Directiva 2000/31/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2000, relativa a determinados 

aspectos jurídicos de los servicios de la sociedad de la información, en particular el comercio electrónico en el 

mercado interior. 
45 Del inglés, Electronic Commerce Directive. 
46 Art.14 ECD 
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contenido subido por medios de comunicación y proveedores de bienes y servicios. Además, el 

incremento exponencial de las visualizaciones del contenido ofrecido en estas plataformas, ha 

llevado a la monetización de gran parte de los vídeos en ellas subidos. Es decir, las VSP y las 

redes sociales obtienen beneficios económicos directos derivados de la actividad de sus 

usuarios, ya sea esta legal o ilegal, por lo que un mayor control sobre los contenidos es necesario. 

Se estima que la publicidad de los vídeos online en Europa en el año 201647  ascendía a 3 

billones de euros o, lo que es lo mismo, a un 7,5% del total de la publicidad emitida (contando 

televisión e Internet). Estos datos reflejan un incremento del 275% en cinco años, cuando 

solamente contaba con el 2%. 

Respecto al derecho de la competencia, las plataformas online plantean diferentes retos de 

aplicación, entre los cuales destaca la delimitación del mercado en el que operan. La valoración 

jurídica del mercado en el que operan se vuelve más compleja puesto que habitualmente se trata 

de plataformas de dimensión multilateral, lo cual puede conllevar su presencia en mercados 

adyacentes. Pueden surgir nuevos tipos de prácticas potencialmente anticompetitivas, como es 

el caso del intercambio de información confidencial entre empresas. Por otro lado, la evaluación 

del poder de mercado también se enfrenta a nuevos retos, como puede ser el papel del big data 

en estas plataformas, las cuales se sirven de los datos proporcionados por los usuarios para 

ofrecerles contenido personalizado, entre el cual se incluye publicidad personalizada, lo cual 

hace a las VSP más atractivas de cara a los patrocinadores, incrementando aún más la 

competencia por la financiación e introduciendo así cambios relevantes en los equilibrios de 

poder en un determinado mercado48. 

De momento, la redacción definitiva de la nueva AVMSD añade el artículo 1.a) bis para definir 

el “servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma o plataforma de intercambio de 

vídeos  como aquel “cuya finalidad principal propia o de una de sus partes disociables o cuya 

funcionalidad esencial consiste en ofrecer al público en general programas, vídeos generados 

por usuarios o ambas cosas, sobre los que no tiene responsabilidad editorial el prestador de la 

plataforma, con objeto de informar, entretener o educar, a través de redes de comunicaciones 

electrónicas . Por lo tanto, la AVMSD es ahora también aplicable a plataformas como YouTube 

o a las redes sociales en las cuales sus usuarios puedan colgar vídeos, como por ejemplo 

Instagram.  

                                                 
47 CABRERA et al., 2018, pág. 5 
48 CABRERA et al., 2018, pág.78-79. 
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Llama la atención que la reforma no consista en ampliar el significado de “servicio de 

comunicación audiovisual  sino que se establezca como un concepto diferenciado. El motivo 

principal de esta distinción es el hecho de considerar que los prestadores de servicios de 

comunicación audiovisual tienen responsabilidad editorial sobre el contenido que ofrecen, 

mientras que las VSP no la tienen. El término “responsabilidad editorial  se define como el 

ejercicio de un control efectivo tanto sobre la selección de los programas como sobre su 

organización, ya sea en un horario de programación cronológico, en el caso de las 

radiodifusiones televisivas, ya sea en un catálogo, en el caso de los servicios de comunicación 

audiovisual a petición49 . Las VSP, respecto al servicio que prestan, no ejercen tal control 

efectivo, puesto que no realizan una selección previa de los vídeos que van a poder visualizarse. 

Sin embargo, sí que suelen encargarse de organizar los programas, vídeos generados por 

usuarios y comunicaciones comerciales audiovisuales, incluso por medios o algoritmos 

automáticos50. 

Esta delimitación control-organización es importante, puesto que la inclusión de las VSP bajo 

el paraguas de la AVMSD implica que los prestadores de estas plataformas deberán evitar 

exponer a los menores a contenidos audiovisuales violentos o que puedan dañar su desarrollo, 

así como prevenir al público en general de exponerse a contenido que fomente el odio, el 

terrorismo y la pornografía infantil. Asimismo, deben informar del contenido publicitario de los 

vídeos que suban sus usuarios cuando tengan conocimiento de tal contenido. Podría parecer que 

esta previsión entra en contradicción con lo dispuesto en los artículos 12 a 14 de la ECD, en los 

cuales se exime de responsabilidad a las VSP respecto de aquel contenido que ofrezcan del cual 

no tuvieran conocimiento efectivo; así como con el artículo 15 de la misma norma, que 

establece la inexistencia de la obligación general de supervisión por parte de las VSP. Sin 

embargo, la nueva AVMSD, en su exposición de motivos, establece que las medidas a tomar 

para proteger a los menores y al público en general se refieren a la organización de los 

contenidos, no a los contenidos como tales. En consecuencia, lo dispuesto en la AVMSD se 

entiende sin perjuicio de lo establecido en la ECD51. 

 

 

                                                 
49 Art.2.13 LGCA 
50 Considerando 47 nueva AVMSD 
51 Considerando 48 nueva AVMSD 
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En la actual LGCA no se hace alusión alguna al concepto de intercambio de vídeos, ni tan 

siquiera al de plataforma, por lo que parece claro que impera reformar la ley en este sentido, no 

únicamente para introducir una definición del término, sino para cubrir todas las nuevas 

obligaciones que van aparejadas a los prestadores de este tipo de servicios. 

5. Preceptos a modificar de la LGCA en relación con las reformas estudiadas 

 

Tal y como se ha expuesto en el apartado anterior, con el fin de adecuar la legislación española 

al nuevo articulado de la AVMSD en cuestiones de competencia, será necesario reformar la 

LGCA en lo referente a publicidad y la inclusión las plataformas de intercambio de vídeos en 

el ámbito de aplicación de la normativa del sector audiovisual. 

En primer lugar, el artículo 14.1 LGCA, sobre el límite del tiempo de emisión de anuncios 

publicitarios, para adecuar correctamente la norma52, debe ser sustituido, por lo que la ley de 

reforma de la LGCA debería rezar lo siguiente: 

 El artículo 14 se modifica como sigue: 

 Se sustituye el segundo párrafo del apartado 14.1 por el siguiente: 

Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisiva pueden ejercer este 

derecho mediante la emisión de mensajes publicitarios durante el 20% del tiempo de 

emisión del periodo comprendido entre las 6:00 y las 18:00. La misma proporción se 

establecerá para el periodo comprendido entre las 18:00 y las 24:00. 

Las VSP precisan de mayor trabajo de reforma, puesto que no se hace mención alguna a las 

mismas en la actual redacción de la LGCA. Por ello, conviene empezar por introducir las 

definiciones de los nuevos conceptos regulados en la nueva AVMSD. La LGCA define 

prestador del servicio de comunicación audiovisual y servicios de comunicación audiovisual 

en los apartados 1 y 2 del artículo 2 de la LGCA, respectivamente. Siguiendo el razonamiento 

del legislador europeo, que ha considerado los servicios ofrecidos por las VSP de forma 

separada de los servicios de comunicación audiovisual, la ley de reforma de la LGCA debería 

hacer lo propio e insertar una definición nueva en el artículo 2, en lugar de modificar las ya 

                                                 
52 Las propuestas de redacción del articulado para la reforma de la LGCA se han realizado utilizando, cuando ha 

sido posible, la misma redacción que la nueva AVMSD y, al mismo tiempo, siguiendo la estructura de la vigente 

LGCA. Por cuestiones de espacio, únicamente se ha incluido la propuesta de redacción del artículo referente a la 

publicidad, las definiciones y aquellos artículos que siguen el estilo de la LGCA apartándose un poco del estilo de 

la ley de reforma de la AVMSD. 
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existentes. Además, se deberá introducir la definición de vídeo generado por usuarios. En tal 

caso: 

El artículo 2 se modifica como sigue: 

a. Se inserta el apartado 1.bis: 

1 bis. Prestador del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma. 

La persona física o jurídica que no tiene el control efectivo sobre la selección 

de los programas, vídeos generados por usuarios o ambas cosas, en una 

plataforma de intercambio de vídeos/presta un servicio de intercambio de vídeos 

a través de plataforma. 

b. Se inserta el apartado 2.bis: 

Servicios de intercambio de vídeos a través de plataforma. 

Son servicios de intercambio de vídeos a través de plataforma aquellos cuyos 

prestadores no tienen responsabilidad editorial sobre los mismos, y cuya 

finalidad principal propia, o una de sus partes disociables, o finalidad esencial 

es proporcionar, a través de redes de comunicaciones electrónicas, programas, 

vídeos generados por usuarios o ambas cosas, con objeto de informar, 

entretener o educar al público en general, y cuya organización determina el 

prestador de la plataforma de intercambio de vídeos. 

c. Se inserta el apartado 6.bis: 

Vídeo generado por usuarios. 

Conjunto de imágenes en movimiento, con o sin sonido, que constituye un 

elemento unitario, con independencia de su duración, dentro de un horario de 

programación o de un catálogo elaborado por un prestador de servicios de 

comunicación, incluidos los largometrajes, los vídeos cortos, las 

manifestaciones deportivas, las comedias de situación, los documentales, los 

programas infantiles y las obras de teatro originales.  
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Como consecuencia de haber incluido las VSP en la normativa audiovisual, la actividad 

patrocinadora también se puede realizar respecto a estas, por lo que el apartado 29 del artículo 

2 de la LGCA, que define el término patrocinio, debe incluir los servicios de intercambio de 

vídeos a través de plataforma53.  

En el apartado 1 del artículo 3 LGCA se exponen las características que debe tener un prestador 

del servicio de comunicación audiovisual para estar establecido en España y, por tanto, sujeto 

al ámbito de aplicación de la LGCA. Por ello, se propone introducir un apartado 1.bis para 

determinar en qué supuestos un prestador de plataforma de intercambio de vídeos está 

establecido en España: 

 Se modifica el artículo 3 como sigue: 

Se  inserta el apartado 1.bis: 

Los servicios de intercambio de vídeos a través de plataforma están sujetos a lo 

dispuesto en esta Ley siempre que el prestador de servicios de intercambio de vídeos a 

través de plataforma se encuentre establecido en España. 

Se considera que un prestador de servicios de intercambio de vídeos a través de 

plataforma está establecido en España en los siguientes supuestos: 

a) Cuando el prestador de servicios de intercambio de vídeos a través de plataforma 

tiene una empresa matriz o una empresa filial en España. 

b) Cuando el prestador de servicios de intercambio de vídeos a través de plataforma 

forme parte de un grupo y otra empresa de ese grupo esté establecida en España. 

c) Cuando la empresa matriz, la empresa filial o las demás empresas del grupo están 

establecidas en distintos Estados miembros del Espacio Económico Europeo, se 

considera que el prestador de servicios de intercambio de vídeos a través de 

plataforma está establecido en España si la empresa matriz se encuentra en España 

o, en su defecto, la empresa filial o, en su defecto, la otra empresa del grupo. 

d) Cuando existen varias empresas filiales o empresas del grupo y cada una de ellas 

                                                 
53 Se propone seguir el mismo redactado que el artículo 1.1)g) de la Directiva de reforma de la AVMSD, ya que la 

actual redacción del artículo 2.29 LGCA sigue la misma redacción que el artículo 1.k) AVMSD. 
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está establecida en un Estado miembro diferente, se considera que el prestador de 

servicios de intercambio de vídeos a través de plataforma está establecido en 

España si la empresa filial o empresa del grupo que inició su actividad en primer 

lugar se encuentra en España, siempre que mantenga una relación estable y efectiva 

con la economía de España. 

En el artículo 2 se deberán incluir, además de los apartados arriba redactados, los apartados 33, 

34 y 35, con las definiciones de sociedad matriz, empresa filial y grupo54. 

El apartado 2.b) del artículo 3 LGCA dispone que están excluidas del ámbito de aplicación de 

la LGCA “Las personas físicas o jurídicas que únicamente difundan o transporten la señal de 

programas audiovisuales cuya responsabilidad editorial corresponde a terceros . Esta 

disposición queda desfasada con la reforma de la AVMSD, por ello, para no incurrir en 

contradicción con las propuestas de modificación anteriormente expuestas, la ley para la 

reforma de la LGCA debería derogar este apartado. 

Una vez definidos los servicios, la LGCA también deberá incluir las obligaciones impuestas a 

este nuevo tipo de prestadores. Esto es, obligar a los prestadores de servicios de intercambio de 

vídeos a través de plataforma a proteger a los menores y a evitar la difusión de contenidos que 

inciten a la violencia, el odio o la comisión de un delito de terrorismo. Para ello, deben ser 

modificados el artículo 4, sobre el derecho a recibir una comunicación audiovisual plural, y el 

artículo 7, sobre los derechos del menor. En ambos casos, se trataría de incluir el concepto 

servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma o vídeo generado por usuarios tras 

los conceptos servicio de comunicación audiovisual o vídeo generado por usuarios, 

respectivamente. 

La tarea de transposición de las directivas es de vital importancia para el legislador, pero 

también lo es asegurarse de que las provisiones incluidas pueden ser aplicadas en la práctica. 

La redacción empleada en la reforma de la Directiva puede conllevar problemas de aplicación 

no solo para España, sino para el conjunto de los Estados miembros de la Unión. 

 

                                                 
54 No se incluyen en el mismo artículo 3.1.bis (como si hace la ley de reforma de la AVMSD en el artículo a 

transponer) porque en la LGCA todas las definiciones se exponen en el artículo 2. Se propone el mismo redactado 

que dispone el artículo 1.23) de la ley de reforma de la AVMSD porque el artículo 2 sigue la redacción de la 

AVMSD para las definiciones de los conceptos. 
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6. Posibles problemas de implementación de las reformas aprobadas 

 

Como se ha comentado en anteriores apartados, la naturaleza de los servicios OTT, 

intrínsecamente ligados a Internet, conlleva una dificultad añadida a la hora de aplicar los 

preceptos que los regulan, dificultad que muchas veces tiene que ver con saber identificar el 

contenido y el prestador en concreto como sujetos al ámbito de aplicación de la normativa del 

sector audiovisual. 

Las reformas aquí estudiadas no están exentas de posibles problemas de implementación, ya 

sean prácticos o conceptuales. 

6.1. Método de cálculo de la cuota de 30% de obras europeas 

 

La imposición de dedicar un 30% del catálogo de contenidos a obras europeas es un paso 

adelante para que los servicios OTT a petición compitan en condiciones más cercanas a la 

igualdad con la televisión lineal. Sin embargo, la Directiva no prevé un método específico para 

calcular dicha cuota. 

En un cuestionario realizado a nivel europeo55 sobre la implementación del artículo 1356 de la 

AVMSD antes de la reforma, entre los 23 países que respondieron, los dos métodos más 

utilizados para calcular la cuota se basan en el número de horas o en el número de títulos (9 y 

7 países, respectivamente). Además, 7 países excluyen determinados géneros del cómputo 

como los programas de actualidad o eventos deportivos. 

Aplicar distintos métodos puede dar lugar a diferentes resultados en cuanto a la efectiva 

proporción de contenido audiovisual dedicado a producciones europeas, lo que iría en contra 

de la idea de establecer un Mercado Digital Único. Además, resulta más atractivo establecerse 

en países donde el cómputo sea más benevolente con la cuota europea impuesta. Ello afectaría 

principalmente a los agentes estadounidenses, para los cuales es más económico invertir en 

producciones americanas que no en europeas. Presumiblemente, preferirán aquellos países que 

excluyan aquellos géneros de su oferta en los que predominen obras estadounidenses. Del 

mismo modo, según si sus obras estadounidenses cuentan con, por ejemplo, más duración o 

                                                 
55 ERGA, 2018, pág. 42-43 
56 En lugar de fijar una cuota, la anterior versión de la AVMSD únicamente instaba a los servicios a petición a que 

“fomenten, cuando sea factible y con los medios adecuados, la producción de obras europeas y el acceso a las 

mismas . 
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más episodios, les resultará más atractivo un país u otro. 

Por otro lado, para los países que no cuentan con ningún método de cálculo será más difícil 

transponer la obligación de la cuota mínima si tienen que idear también cómo calcularla. 

Partiendo de los cómputos por horas y por títulos, por ser los más generalizados, se podrían 

combinar ambos para así crear un método de aplicación para todos los Estados miembros. Así, 

un sistema que contabilizara la proporción de obras europeas a partir de la suma ponderada de 

los títulos según la duración de cada uno podría ser adecuado. El problema de tener en cuenta 

solamente uno de los dos factores es que se corre el riesgo de contar con catálogos que ofrecen 

muy pocas obras europeas pero de muy larga duración, o infinidad de producciones europeas 

de muy corta duración, lo cual no parece que sea lo que la Unión Europea persigue con la idea 

de promoción europea. Con este método, a cada título se le asignaría un peso específico, 

directamente relacionado con la duración de cada uno, de manera que las obras más largas 

contarían con más peso, pero no sería desproporcionado con el de las más cortas. De este modo, 

es de esperar que la variedad de tipos de obras europeas que se ofrezcan sea mayor. 

6.2. Identificación de servicios de intercambio de vídeos a través de plataforma 

 

Si se compara la definición otorgada en la reforma de la AVMSD a los servicios de 

comunicación audiovisual con la establecida para las plataformas de intercambio de vídeos, se 

puede observar que, además de la responsabilidad editorial, ambas difieren en la descripción de 

la finalidad que deben tener los servicios ofrecidos. Mientras que los servicios de comunicación 

audiovisual sujetos a la norma son aquellos “cuya finalidad propia  es la de ofrecer programas 

al público general, los servicios de intercambio de vídeos a través de plataforma no estarán 

únicamente sujetos en caso de que esa sea su finalidad propia, sino también en aquellos 

supuestos en que sea su “finalidad esencial . Con esta inclusión parece que el legislador 

europeo ha querido ampliar al máximo posible el ámbito de aplicación de las VSP ya que, si 

bien con plataformas como YouTube puede estar más claro, en otras, como pueden ser las redes 

sociales, puede haber más dudas. 

El problema con el concepto finalidad esencial es que no aparece definido en la normativa. En 

consecuencia, a la hora de determinar si un servicio cae dentro de la categoría de VSP es 

probable que siga habiendo las dudas que se pretendían evitar y, además, no es improbable la 

disparidad de opiniones en los distintos Estados miembros. Así, se puede dar el caso que lo que 
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en unos países sea considerado como VSP, en otros sea únicamente considerado un proveedor 

de servicios de Internet. 

Por ello, convendría dar con una definición a nivel europeo lo más acotada posible, siempre 

intentando dejar espacio a la previsible evolución de los servicios en el ámbito tecnológico, 

para que las autoridades nacionales puedan identificar con mayor seguridad las VSP. En este 

sentido, el término finalidad esencial puede ser enfocado desde una perspectiva cuantitativa o 

sustantiva57: 

 Desde un punto de vista cuantitativo, el hecho de considerar como VSP las redes 

sociales en las que “el contenido audiovisual no sea meramente accesorio o constituya 

una parte mínima de las actividades de dicho servicio  se puede realizar analizando si 

el servicio, en su totalidad, ofrece más contenido audiovisual o no audiovisual. Sin 

embargo, el hecho de que solo una pequeña parte del contenido ofrecido sea audiovisual, 

no significa que no sean de una importancia tal que los haga más atractivos a los usuarios 

(lo cual, a su vez, otorga a estas redes sociales una ventaja competitiva que no se vería 

contrarrestada puesto que no se incluirían en el ámbito de aplicación de la normativa). 

Otro problema que plantea este enfoque es el método de cálculo, ya que resulta difícil 

imaginar cómo computar lo que ocupa, por ejemplo, un texto con respecto al espacio 

ocupado por un vídeo, ya que tienen distinta naturaleza. 

 Tomando una perspectiva sustantiva, se trataría de determinar si la oferta de contenido 

audiovisual es una parte importante del modelo de negocio de la red social. Ello requiere 

analizar diferentes cuestiones como, por ejemplo, si el hecho de incluir tal contenido 

atrae a más usuarios, o si los vídeos se organizan de tal forma que se optimiza el número 

de visionados. Estos aspectos son susceptibles de hacer crecer la “audiencia  de estos 

servicios, lo cual puede conllevar un correlativo descenso en la audiencia de la televisión 

lineal, redistribuyendo así el poder de mercado de unos actores y otros. 

Ninguno de los enfoques está exento de problemas de identificación, ya sea por la dificultad de 

cálculo o por lo intangible de cuestiones como saber qué es lo que atrae a más usuarios. En 

estos casos, tomando aquí una postura similar a la del apartado anterior, lo ideal sería combinar 

ambos enfoques, para que el análisis sea más riguroso. En primer lugar, se podría elaborar un 

listado del número de acciones que el usuario puede llevar a cabo en el servicio en cuestión, y 

                                                 
57 ERGA, 2018, pág.68-69 
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ver cuántas tienen que ver con la oferta/visionado de contenido audiovisual58. Por otro lado, se 

debería analizar, de entre esas acciones, cuales son más utilizadas entre los usuarios, ya que 

puede entenderse que esas son las más atractivas y, por tanto, el centro del modelo de negocio 

de la red social en cuestión. 

Las dos propuestas que se han realizado en este apartado podrían facilitar la tarea de 

transposición de estas dos reformas. Es importante establecer límites e incluir nuevos actores 

en el ámbito de aplicación de la normativa, pero la tarea del jurista no debería limitarse a la 

redacción de preceptos que deben ser cumplidos, sino asegurar que tales previsiones pueden 

efectivamente ser aplicadas en el plano práctico. Por ello se propone que ambos sistemas sean 

incorporados a la normativa como directrices de la Comisión Europea59 

El sector audiovisual no se enfrenta únicamente a los desafíos de implementación aquí 

expuestos, sino también al hecho de que la reforma de la AVMSD no ha alcanzado a cubrir 

algunos aspectos que, presumiblemente, requerirán una ulterior reforma con el fin de asegurar, 

en la medida de lo posible, que todos los actores, prestadores de radiodifusión lineal y 

prestadores de servicios OTT (VoD y VSP), compitan en igualdad de condiciones en el mercado. 

7. Retos pendientes de la regulación en el sector audiovisual para asegurar la libre 

competencia 

 

Las reformas emprendidas sobre los ámbitos analizados buscan una mayor equiparación legal 

en términos de competencia entre los diferentes prestadores de servicios del sector audiovisual. 

Si bien son pasos importantes en la buena dirección, todavía quedan cuestiones pendientes de 

regular para poder garantizar una mayor igualdad de condiciones. 

Como se ha comentado anteriormente, la diferencia de porcentajes de cuota mínima europea 

entre prestadores de servicios OTT a petición y prestadores de televisión lineal, un 30% para 

los primeros frente a más del 50% para los segundos (un 51% en España) no se explica a través 

del argumento del cambio en el poder de decisión de los usuarios. Por mucho que éste sea mayor, 

tiene como límite el total del contenido ofertado. Además, teniendo en cuenta que la industria 

americana cuenta con un gran abanico de producciones, en gran parte de los casos puede resultar 

más económico contar con producciones estadounidenses que europeas. Este hecho puede 

                                                 
58 Por ejemplo, en la plataforma Instagram, visualizar vídeos subidos a IGTV está claramente relacionado con la 

oferta de contenido audiovisual, mientras que enviar un mensaje de texto a través del servicio “mensajes directos  

no lo estaría. 
59 En el considerando 5 de la ley de reforma de la AVMSD ya se prevé que la Comisión pueda aprobar  directrices 

“sobre la aplicación práctica del criterio de la funcionalidad esencial . 
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colocar a los prestadores de televisión lineal en una situación de desventaja competitiva. Por 

ello, en un plano teórico, se alcanzaría mayor equiparación entre los diferentes actores si los 

porcentajes se igualaran; y ello, por ambos extremos. 

Por otro lado, la flexibilización del tiempo de emisión de mensajes publicitarios beneficia a la 

televisión lineal respecto al régimen anterior, pero las VSP siguen sin tener ninguna restricción 

al respecto. Si ambos tipos de prestadores obtienen financiación a través de las mismas fuentes, 

deberían estar sujetos a las mismas reglas. De hecho, conviene destacar que las VSP pueden 

realizar perfiles de sus usuarios a través de los datos que obtienen de los mismos, escogiendo 

así los anuncios que se van a emitir según las preferencias que estos revelan. Esto supone una 

ventaja comparativa respecto a los prestadores de radiodifusión televisiva, ya que, junto con el 

incremento de usuarios en este tipo de servicios OTT, el hecho de poder ofrecer publicidad 

personalizada resulta mucho más atractivo para las empresas que invierten en este tipo de 

promoción para sus productos, suponiendo así un potencial decremento en los ingresos 

obtenidos por la radiodifusión televisiva. 

Sea como fuere, en un mercado en el que las relaciones de poder cada vez están más igualadas, 

parece sensato que a todos los actores se les impongan las mismas restricciones en cuanto a 

financiación se refiere. Si bien es cierto que la propia naturaleza de las VSP impide medir sus 

servicios por tiempo de emisión a lo largo del día, sí que se podría pensar en otras medidas para 

limitar la cantidad de anuncios que emiten. Por ejemplo, se podría fijar la proporción máxima 

sobre el tiempo de duración de cada vídeo. También se podría argumentar que, en lugar de 

imponer obligaciones nuevas a las VSP, se podrían suprimir las existentes que afectan la 

televisión lineal. Al fin y al cabo, la idea que subyace a querer regular la publicidad emitida es, 

entre otros, controlar el poder que esta ejerce sobre los usuarios. Sin embargo, esto podría llevar 

a prácticas abusivas tanto de unos como de otros, por lo que, en aras a proteger a los usuarios, 

es preferible establecer una limitación para los servicios OTT estructurados como VSP. En este 

sentido, imponer que cada vídeo pueda contener, como máximo, publicidad de igual duración 

al 20% del tiempo de duración total del vídeo, podría ser una medida adecuada. 

A este respecto, a nivel español, conviene señalar que un problema acuciante de esta medida es 

que no ha resultado efectiva en el pasado. Las empresas de televisión prefieren pagar las multas 

resultantes de excederse en el tiempo de emisión de anuncios porque el beneficio económico 

que obtienen es mucho mayor. De esta forma, los agentes de la televisión lineal actúan frente a 

estas sanciones como si fueran una suerte de tasa que deben pagar por poder emitir la cantidad 
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de anuncios que consideren oportuna. Nada hace pensar que, de imponerse la limitación de 

publicidad del párrafo anterior, plataformas como YouTube o Instagram, con millones de 

ingresos, no podrían actuar siguiendo el mismo patrón. Así las cosas, convendría reconsiderar 

otra forma de penalización como, por ejemplo, ligar el importe total de la sanción a los ingresos 

que la emisión de esos anuncios ha generado. 

Por último, habría que reconsiderar hasta qué punto el hecho de no tener responsabilidad 

editorial puede eximir a las VSP de la responsabilidad propia de un prestador de servicios de 

comunicación audiovisual. Dicho de otro modo, pasar a considerarlos como tales prestadores y 

no como una suerte de prestadores privilegiados ya que, si bien no pueden controlar todos los 

vídeos generados por sus usuarios, bien que se benefician económicamente de todos ellos. 

Además, puede ser cierto que en la mayoría de casos no tienen control sobre la selección de los 

vídeos que se incorporan a estas plataformas, pero sí que lo tienen sobre la organización de los 

mismos. No solo eso, sino que pueden optar por eliminar el vídeo una vez se encuentra en la 

plataforma. Si bien es cierto que la capacidad de controlar todo el contenido es menor que la 

que puede un prestador de televisión lineal, puesto que la cantidad de vídeos crece 

continuamente y de forma exponencial, ello no es óbice para que puedan ser considerados 

prestadores de servicios de comunicación audiovisual, sin necesidad de ser considerados otro 

tipo de prestadores aparte. Las dificultades que ofrece el hecho de que estos servicios OTT 

utilicen Internet y, sobre todo, se apoyen en gran parte por el contenido creado por usuarios 

particulares justifican un mayor tiempo para poder cumplir con las obligaciones propias de los 

prestadores de servicios de comunicación audiovisual o, por ejemplo, disponer de un plazo de 

gracia antes de ser objeto de sanción; pero ello debería ser la excepción, no la norma. 

Así las cosas, parece razonable esperar que, en reformas venideras, los servicios ofrecidos a 

través de VSP adquieran la categoría de servicios de comunicación audiovisual. Ello se podría 

realizar suprimiendo el requisito de la responsabilidad editorial o, en su lugar, estableciéndolo 

como requisito alternativo. De esta forma, entrarían dentro de la definición de prestador de 

servicio de comunicación audiovisual tanto los que tienen responsabilidad editorial como los 

que tienen control sobre la organización del contenido audiovisual. En consecuencia, tanto los 

prestadores de televisión lineal, como los prestadores de servicios OTT, a petición y a través de 

VSP, estarían sujetos a las mismas normas, lo cual reflejaría de forma más fidedigna la dirección 

a la que apunta la realidad del mercado audiovisual. 
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8. Conclusiones 

 

El sector audiovisual ha experimentado un ingente número de transformaciones a lo largo de 

los años: si el siglo XX estuvo caracterizado por la liberalización del sector, el gran protagonista 

en el siglo XX no es otro que Internet. Los avances en el ámbito tecnológico están llevando a 

una convergencia entre Internet y la industria audiovisual. En este contexto, los servicios OTT 

se alzan como los nuevos actores, disputándole la hegemonía del poder a los prestadores 

tradicionales de radiodifusión televisiva. Los usuarios cada vez emplean menos tiempo delante 

del televisor, destinándolo, en cambio, a otro tipo de dispositivos desde los cuales tienen acceso 

a una muy amplia variedad de contenido audiovisual ofrecido por los servicios OTT, a través 

de la red de Internet. Además, los espectadores pueden acceder en el momento que consideren 

oportuno y escoger qué programa en concreto quieren ver. Ello ha supuesto la fragmentación 

de la demanda y claras implicaciones a nivel competencial. Los servicios OTT no solamente 

compiten con los prestadores tradicionales de forma directa, con el aumento de la oferta de 

contenido audiovisual, sino que, en algunos casos, también lo hacen de forma indirecta, 

disputándose los ingresos provenientes de la publicidad. Las características intrínsecas de los 

servicios OTT, unidas a una regulación inicial centrada en la radiodifusión lineal, otorgan una 

clara ventaja competitiva a estos actores, hecho que ha motivado modificaciones en la 

normativa del sector. 

Con ese objetivo en mente, entre otros, el pasado mes de noviembre de 2018 se publicó la 

reforma de la AVMSD. En lo que respecta a cuestiones de Derecho de competencia, destacan 

las siguientes modificaciones: (i) los prestadores de servicios a petición deberán dedicar una 

cuota mínima del 30%  de sus obras a producciones europeas; (ii) se flexibiliza el límite del 

tiempo de emisión de publicidad en la televisión lineal, pasando de 12 minutos por hora al 20% 

de periodos comprendidos entre las 6:00 y las 18:00 y entre las 18:00 y las 24:00; y (iii) se 

incluyen, por primera vez, los servicios de intercambio de vídeos a través de plataforma en el 

ámbito de aplicación de la AVMSD. A nivel español, la cuota mínima para obras europeas ya 

estaba establecida, por lo que no será necesaria la modificación de la LGCA a ese respecto. Sí 

que se deberá reformar, sin embargo, para cambiar los límites a la emisión de publicidad e 

introducir los preceptos relativos a las plataformas de intercambio de vídeos. 

Las reformas efectuadas plantean una serie de problemas de implementación. La reserva del 

30% para la producción europea no determina qué método se debe seguir para calcularlo. De 

entre todos los sistemas posibles, en este trabajo se propone realizar una suma ponderada de los 
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títulos ofrecidos en el catálogo del servicio a petición. Así, el peso de cada título dependerá de 

la duración del mismo, para tratar de obtener una mayor variedad de obras europeas y así ser 

más fieles al espíritu de la promoción de la cultura europea a través de las obras audiovisuales. 

Por otro lado, la Directiva de reforma de la AVMSD reconoce como servicios de intercambio 

de vídeos a través de plataforma aquellos que tengan como finalidad propia o finalidad esencial 

la oferta de programas, vídeos generados por usuarios o ambas cosas, mientras que los servicios 

de comunicación solamente lo serán si tienen como finalidad propia la oferta de programas. 

Parece que con el concepto finalidad esencial se ha pretendido ampliar el significado del 

término para poder incluir algunas plataformas que son de más difícil encaje, como son las 

redes sociales. El problema está en que el término no está definido, hecho que puede crear 

inseguridad jurídica y una potencial asimetría entre Estados miembros a la hora de determinar 

si una plataforma presta un servicio de intercambio de vídeos merecedor de ser incluido en el 

ámbito de aplicación de la AVMSD. Por ello, combinando los enfoques cuantitativo y sustantivo, 

se propone realizar un listado de todas las acciones que puede realizar un usuario en la 

plataforma en cuestión y distinguir entre las que estén relacionadas con el sector audiovisual y 

las que no. Al mismo tiempo, analizar cuáles son las que captan más la atención de los usuarios 

y si, a su vez, forman parte del modelo central de negocio de la plataforma. 

Además de los retos que plantea la actual reforma de la AVMSD, existen una serie de desafíos 

a nivel regulatorio que esta modificación no ha alcanzado a cubrir y que, por lo tanto, serán, o 

deberían ser, objeto de reformas venideras. En primer lugar, la cuota del 30% es un avance para 

llegar a una mayor equiparación entre los servicios OTT a petición y la radiodifusión televisiva, 

pero sigue estando lejos del límite de más de la mitad (51% en España). La menor exigencia 

impuesta a los servicios OTT suele explicarse con el mayor poder de decisión que poseen los 

usuarios, pero este argumento no debería ser aplicable a este supuesto ya que la capacidad de 

decidir no afecta a la oferta de contenidos. Por ello, convendría equiparar las obligaciones de 

ambos prestadores, tanto por el límite superior como por el inferior, pero asegurando que 

ninguno se sitúe en una posición de ventaja competitiva en cuanto a la producción de contenidos 

se refiere. 

La flexibilización del régimen de emisión de mensajes publicitarios supone una disminución de 

las limitaciones para los prestadores de televisión lineal, pero ello no es óbice para que las VSP, 

que en muchos casos obtienen sus ingresos de los anuncios que muestran antes, durante y 

después de los vídeos que emiten, tampoco puedan excederse en la emisión de publicidad. En 
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este sentido, establecer un límite del 20% del total de duración de cada vídeo emitido en la 

plataforma aseguraría una competencia más igualitaria por los ingresos publicitarios. 

Por último, el incremento de poder de las VSP en el mercado audiovisual conllevará, 

presumiblemente, una ulterior reforma de la AVMSD para la inclusión de las mismas en la 

categoría de servicio de comunicación audiovisual. Para que ello pueda ser así, cabe esperar o 

bien la supresión de la responsabilidad editorial como requisito, o bien el establecimiento de la 

capacidad de control del contenido como requisito alternativo a tal efecto. En caso de tener 

lugar tal reforma, se alcanzará el punto en el que tanto los prestadores de televisión lineal como 

los de servicios OTT, a petición y a través de plataformas de vídeos, estén sujetos a la 

observancia de las mismas normas reguladoras del sector audiovisual.   

El objetivo final no es otro que asegurar, en la medida de lo posible, una libre competencia en 

este mercado. El legislador debe remover las barreras que impiden a los prestadores de los 

mismos servicios audiovisuales ofrecer su contenido en las mismas condiciones para que así, 

los espectadores, siempre protegidos en los aspectos en que resultan más vulnerables por ser la 

parte débil de la relación, puedan escoger libremente qué servicio, televisión lineal o no lineal, 

satisface mejor sus intereses de visionado de contenido audiovisual. 
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Legislación  

 

Directiva (UE) 2018/1808 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de noviembre de 2018, 

por la que se modifica la Directiva 2010/13/UE sobre la coordinación de determinadas 

disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros relativas a la 

prestación de servicios de comunicación audiovisual (DOUE nº303 de 28.11.2018) 

Directiva 90/388/CEE, de 28 de junio de 1990, relativa a la competencia en los mercados de 

servicios de telecomunicaciones (DOUE nº192 de 24.07.1990) 

Ley 11/1998, de 24 de abril, General de Telecomunicaciones (BOE nº99 de 25.04.1998) 

Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (DOUE nº326 de 26.10.2012) 

Directiva 89/552/CEE del Consejo, de 3 de octubre de 1989, relativa a la coordinación de 

determinadas disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros 

sobre el ejercicio de actividades de radiodifusión televisiva (DOUE nº298 de 17.10.1989) 

Directiva 2010/13/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 10 de marzo de 2010, sobre 

la coordinación de determinadas disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 

Estados miembros relativas a la prestación de servicios de comunicación audiovisual (DOUE 

nº95 de 15.04.2010) 

Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la Comunicación Audiovisual (BOE nº79 de 

01.04.2010) 

Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y la 

Competencia (BOE nº134 de 05.06.2013) 

Directiva 2002/21/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de marzo de 2002, relativa 

a un marco regulador común de las redes y los servicios de comunicaciones electrónicas (DOUE 

nº108 de 24.02.2002) 

Directiva 2000/31/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2000, relativa a 

determinados aspectos jurídicos de los servicios de la sociedad de la información, en particular 

el comercio electrónico en el mercado anterior (DOUE nº178 de 17.07.2000) 
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